









En este artículo se analiza el panorama 
general de las subvenciones públicas na-
cionales otorgadas en España entre 2008-
2019 por el ICAA al cortometraje animado. 
Tras un breve repaso historiográfico de la 
implementación de las ayudas a proyecto 
y a cortometraje realizado, así como a la 
evolución legislativa dedicada al fomen-
to de este formato, se llevará a cabo un 
análisis cuantitativo de ambas subvencio-
nes destinadas al filme animado en breve 
formato en clave nacional. Se pretende 
así ofrecer un estudio de la situación y 
evolución económica de la producción de 
películas animadas de corta duración en 
España en este período. Los resultados 
muestran la estrecha vinculación existen-
te entre el fomento de la política cultural 
en dicho período con el nivel de produc-
ción de estos filmes, desempeñando así 
un destacado papel en la consolidación 
del sector gracias a la dinamización de es-
tas obras cinematográficas promovido por 
este organismo público.
This article analyzes the general panora-
ma of the national public subsidies gran-
ted between 2008-2019 in Spain by the 
ICAA for the animated short film. After a 
brief historiographic review of the imple-
mentation of the grants for the project 
and a short film made, as well as the le-
gislative evolution dedicated to promoting 
this format, a quantitative analysis of both 
subsidies for the animated film in a short 
format in a national perspective will be ca-
rried out. The intention is to offer a study 
of the situation and economic evolution of 
the production of short animated films in 
Spain in this period. The results show the 
close relationship between the promotion 
of cultural policy in that period with the 
level of production of these films, thus pla-
ying an important role in the consolidation 
of the sector thanks to the revitalization of 
these cinematographic filmworks promo-
ted by this public Agency. 
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Si bien existen antecedentes de ayudas 
estatales a la animación española, como 
fueron las que ofreció el Régimen y cu-
yos estímulos propiciaron la Edad de Oro 
de esta cinematografía,1 la financiación 
pública estatal sistematizada y continua 
del cortometraje animado —en adelante, 
CA— es un fenómeno que toma cuerpo, 
en nuestro país, en los inicios de años 
noventa del pasado siglo, como conse-
cuencia de las medidas adoptadas por el 
ICAA (Instituto de la Cinematografía y las 
Artes visuales), creado a mediados de los 
ochenta. Con anterioridad a esa década, 
sus artífices lograban realizar estas obras 
de forma regular con el único apoyo insti-
tucional de premios en festivales, amén de 
recursos propios. Si la ausencia de apoyo 
económico oficial no era un impedimento 
a la hora de materializar estas películas 
cortas, ¿cuál es la importancia de la finan-
ciación pública de CA y por qué es necesa-
rio el papel del Estado en su subvención? 
¿Qué supone este aliciente económico para 
los creadores y productores? ¿Es posible un 
cine animado nacional de calidad sin políti-
cas de ayudas? A estas preguntas se le dará 
respuesta a lo largo de este artículo.
No ha sido labor baladí rastrear literatura 
científica sobre la financiación pública del 
cortometraje en España, pues este objeto 
de investigación es relativamente reciente 
pese a que los primeros estudios genéricos
se remontan, hasta donde se ha tenido 
conocimiento, a finales de los años noven-
ta, impulsados por los primeros proyectos 
nacionales en breve formato que utilizan 
subvención pública. Desde las más tem-
pranas investigaciones (Amitrano, 1997: 
88-92) hasta García Elegido (2016: 77-92), 
Del Puy Alvarado (2016: 46), Moreno Ro-
dríguez (2013: 19-20; 2016: 54) pasando 
por Fernández, Vázquez (1999: 53-72), Yá-
ñez (2000: 28-139); Durante Asensio (2002: 
45-56), Velázquez, Ramírez (2000: 138-242) 
y Martínez Barnuevo (2003: 121-135) Calvo 
Herrera (2007: 33-37), hemos observado 
que no reflexionan específicamente sobre 
la financiación de los filmes animados de 
breve formato, ni en torno a las adjudica-
ciones otorgadas a estos proyectos ni cor-
tometrajes realizados en nuestro país.
Así pues, analizaremos la situación de la 
financiación del CA por parte del ICAA en-
tre 2008-2019. Empezaremos con un reco-
rrido histórico por las ayudas estatales de 
este formato audiovisual en España, para 
continuar con la metodología empleada. 
Seguidamente, se presentarán los resulta-
dos donde se desglosarán las partidas asig-
nadas a CA durante esos años por el ICAA. 
Finalmente, subrayaremos la idea de cómo 
las diferentes concesiones públicas otorga-
das ayudan a promover en mayor o menor 
medida el filme animado autóctono. 
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Los cortometrajes animados se financian 
por diversas fuentes. Una de las principa-
les es la financiación pública estatal, vía 
Ministerio de Cultura a través del ICAA —
conocidas como las ayudas sobre proyec-
to y a cortometraje realizado—. Antes de 
analizar cada una de estas líneas de sub-
vención, se contextualizará brevemente su 
implementación en la actual legislación 
cinematográfica española.
Según varios autores, las medidas de fo-
mento público mediante ayudas económi-
cas al cine tienen una larga tradición en 
España. Uno de ellos, José María Otero Ti-
món, subraya que esta disciplina tiene un 
valor fundamental en la cultura de un país. 
Para este autor, el cine debe estar contem-
plado dentro de los derechos culturales 
que precisan la garantía y acción estatal 
para realizarse. Comparte junto a Edwin R. 
Harvey la idea de que los derechos cultura-
les conforman en las últimas décadas una 
parte esencial de la sociedad europea y han 
de recogerse dentro del ordenamiento jurí-
dico. Así, escribe Otero Timón, que la Cons-
titución Española reconoce los derechos 
de expresión y comunicación, de tal forma 
que se exigen al legislador las garantías y 
estructuras pertinentes para que el cine 
sea disfrutado por todos los ciudadanos.2 
No obstante, señala este autor, existe una 
dialéctica económica dentro de la política 
cinematográfica y considera que las deci-
siones económicas de los estados están 
condicionadas por el hecho de conceder 
al cine el tratamiento de un bien cultural 
(Otero Timón, 2009: 15). Para ello, recoge 
las ideas de Bruce Ackerman, que afir-
maba, a finales de los ochenta, que para 
conocer la verdadera eficacia del derecho 
intervencionista en el ámbito del cine ha-
bía que preguntarse lo siguiente: “¿Cuáles 
son los valores jurídicos amenazados por 
una operación incontrolada de la mano in-
visible del mercado?” (ibídem, 16). En este 
sentido, la legislación proteccionista espa-
ñola guarda un cierto paralelismo con su 
historia política y económica. Este autor 
distingue tres grandes etapas: la primera 
abarca hasta 1939 con el intervalo de la 
Guerra Civil. Desde una perspectiva de li-
beralismo económico se plantea la protec-
ción del cine nacional frente al mercado 
cinematográfico extranjero. La segunda, 
entre 1939 y 1995, se caracteriza por el 
proteccionismo dirigista e implica ciertas 
restricciones a la libertad de comercio. En 
la tercera y última etapa, desde 1995 has-
ta la actualidad, se impone el proteccionis-
mo liberal (ibídem, 31). 
Por su parte, también, la investigadora 
Concepción Calvo Herrera estableció es-
pecíficamente dentro del ámbito de corto-
metraje tres períodos históricos en España, 
A principios de los años cuarenta sabemos de distintas ayudas a las que podía acogerse el formato corto. Véase la 
Orden del Ministerio de Industria y Comercio del 11 de noviembre de 1941 sobre la protección del Estado a la In-
dustria Cinematográfica y a la concesión del Crédito Sindical, y la Orden Ministerial del 18 de marzo de 1943 sobre 
beneficios de importación para productores de películas españolas. 
Esta proclamación de los derechos culturales se encuentra en el preámbulo de la Constitución Española, donde se 
establece como de obligado cumplimiento en sus artículos 9.2 y 20.
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que sitúa desde antes a la instauración de 
la democracia hasta finales de la primera 
década del presente siglo. 
El primer periodo (1971-1983) únicamen-
te contemplaba las ayudas a cortometraje 
realizado (Calvo Herrera, 2007: 34).3
El segundo periodo que establece Calvo 
Herrera se sitúa entre 1984-1990. En 1984, 
como se sabe, se crea el ICAA, que se en-
cargará de la administración de la cinema-
tografía y el audiovisual en España. Para 
poner en funcionamiento sus diversas 
competencias, se conforma una serie de 
órganos asesores colegiados que valoran 
los proyectos cinematográficos que op-
taban a las ayudas cada año. Durante su 
mandato al frente de la Dirección Gene-
ral de la Cinematografía, Pilar Miró siste-
matizó las ayudas atendiendo al coste de 
producción y la calidad técnico-artística 
de estos filmes. Así, las ayudas a corto-
metraje realizado pasaron a contemplar 
el criterio de calidad y coste reconocido4 o 
la parte de inversión privada por parte del 
productor. En la Orden del 8 de marzo de 
1988 nacen las subvenciones anticipadas 
a cortometrajes, solicitadas mediante un 
dosier de producción antes de la realiza-
ción del filme (ibídem, 35).
Desde el enfoque de la financiación pú-
blica de películas de animación en Espa-
ña, Martínez Barnuevo explica que en los 
ochenta se había producido una escisión 
claramente diferenciada entre formatos 
de cine atendiendo a su duración —largo-
metraje y cortometraje—, sentando así las 
futuras las bases de la producción anima-
da en los noventa. En aquellos años, en Es-
paña no existían ayudas específicas para 
obras de animación. Como consecuencia, 
las diversas tipologías cinematográficas 
entraban en una misma concurrencia 
competitiva, sin diferenciar entre técnica, 
duración o costes de producción. Según 
Martínez Barnuevo, esta circunstancia 
provocó un gran malestar entre los pro-
fesionales de la animación (Martínez Bar-
nuevo, 2003: 69). Para esta autora, urgía 
una diferenciación legislativa en términos 
de adjudicación presupuestaria entre el 
largometraje y el cortometraje dadas sus 
dispares fórmulas de financiación y de 
objetivos entre uno y otro, a partir de los 
años noventa. Mientras que el primero, 
orientado al ánimo de lucro y hacía del ca-
pital privado la forma de financiación ma-
yoritaria, el segundo contemplaba unas 
necesidades económicas más ajustadas y 
una rentabilidad, en caso de haberla, míni-
ma. Dada su difícil financiación, su única 
vía en aquellos años era, amén del susten-
to del entorno más cercano, las ayudas pú-
blicas estatales. 
El tercer periodo estipulado por Calvo 
Herrera en la evolución de las subvencio-
nes públicas de cortometrajes en España 
va desde 2007 hasta la actualidad. En esta 
tercera etapa, donde las primeras ayudas 
sobre proyecto —creadas en 1988— ate-
nuaban la extrema precariedad en que se 
encontraba el cortometraje español tras la 
eliminación de la cuota de pantalla —en 
1986—, se llevan a cabo las convocato-
rias públicas anuales de dos modalidades 
publicadas en el BOE: se mantiene la del 
cortometraje realizado y se incorpora la 
ayuda sobre proyecto. Ambas ayudas son 
compatibles entre sí.
En estas convocatorias aparecen los re-
quisitos que deben cumplir las produc-
toras que optan a estas ayudas —cuyo 
importe ha variado durante esta década 
acorde a la disposición presupuestaria de 
cada ejercicio.5
Tras presentarse la documentación exigi-
da en la convocatoria de ayudas, esta se 
examinaba por la Comisión de Cortome-
trajes del Comité de Expertos. 
 Entre 2008 y 2009 el valor artístico supo-
nía el 70% de la valoración de la película. 
En 2010 se define el valor artístico,6 cuya 









puntuación tenía un baremo máximo de 
30 puntos. Desde 2011 se le denominó “la 
calidad y valor artístico del guion”. La pun-
tuación de este ítem ha oscilado con los 
años.7
Respecto a la viabilidad del proyecto, se 
contempla desde 2011 un máximo de 20 
puntos para las ayudas de producción. 
En 2012 no se considera este concepto. 
En 2013 retoma la noción de la viabilidad, 
añadiéndose “en función de sus caracte-
rísticas” y se mantiene en 2014. En 2015, 
se detalla esta denominación.8 En 2017 se 
añade a este último concepto la necesidad 
de acreditación: mediante una carta de 
invitación del festival o un certificado ex-
pedido del premio. En 2018, y dentro del 
mismo apartado, se amplía la realización 
de cortometrajes pasando de tres a cinco 
años, con sus correspondientes certifica-
ciones de nacionalidad y calificaciones de 
edades.9
Respecto al presupuesto y plan de finan-
ciación, en 2011 se le conceden 20 pun-
tos. En 2012 se le denomina coste e inver-
sión de productor.10 Esto se debe a que en 
ese año no se concedieron ayudas sobre 
proyecto. En 2013 vuelve a retomarse la 
Eran adjudicaciones económicas automáticas, que se concedían a cualquier productor que llevaba a término un 
cortometraje, al margen de criterios objetivos de calidad o valor artístico, duración, formato y coste de producción.
Calvo Herrera lo define así: “Este es un concepto acuñado por el ICAA muy necesario a tener en cuenta para el 
cálculo de las subvenciones que correspondan al corto y para determinar la inversión del productor. Finalizado el 
cortometraje, el productor presentará ante el ICAA el coste de producción declarado por la productora mediante 
la presentación de facturas y demás documentos que acrediten el gasto. El ICAA comprobará los documentos y 
normalmente se produce una ligera reducción entre el coste declarado por la productora y el coste que reconoce el 
ICAA, por ello, es conveniente guardar todas las facturas antes, durante y después del rodaje, pues si no podemos 
acreditar el coste ante el ICAA nuestro coste reconocido quedará reducido exclusivamente a las partidas que pue-
dan ser justificadas documentalmente (Calvo Herrera, 2007:45)  […] [Es el] coste de producción  que reconoce el 
ICAA frente al presentado por el productor y que generalmente sufre una reducción debido a que algunos gastos de 
la película no están debidamente justificados. El coste reconocido es muy importante para determinar la inversión 
del productor y, por tanto, la base sobre la que se articulan las futuras subvenciones” (ibídem,138).
Tal y como establecen los términos previstos en el artículo 58 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que 
se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, donde se prevé la fi-
jación de una concesión de estas líneas de subvenciones al cortometraje. En el apartado segundo de la Resolución 
de 12 de marzo de 2013 de la convocatoria de ayudas a la producción de cortometrajes sobre proyecto y realizados 
se imputa el crédito disponible a la aplicación 18.103.470, “Fondo de Protección de Cinematografía” del programa 
335C “Cinematografía” del presupuesto de gastos del organismo para cada anualidad. No podía superar el 50% del 
coste de producción y se prestaba atención a la solvencia y eficacia conforme al historial de la empresa. Este esta-
ba determinado por el reconocimiento en festivales y adquisiciones de televisiones de sus producciones, al igual 
que el empleo de otras ayudas que pudieran haberse disfrutado con anterioridad, como principales garantías que 
hacían suponer la culminación de obras, y por tanto, una muestra de fiabilidad de los solicitantes. En definitiva, era 
una manera que tenía el Estado para asegurarse que la realización del proyecto se llevaba a término en tiempo y 
forma dentro de un plazo establecido y se invertía de forma adecuada dinero público a fondo perdido.
“La calidad y el interés cultural de la película. Se valorará especialmente su aportación al enriquecimiento de la 
diversidad cultural y cinematográfica en España, atendiendo a su origen".
Entre los 60 puntos en 2011, 65 en 2012 y 55 puntos a partir de 2013, que se ha mantenido hasta 2018. En ese 
mismo año, se especifica que este apartado atiende, en primer lugar, a la relevancia de la temática, tratamiento de 
los personajes, y calidad de los diálogos con un límite de 25 puntos. En segundo lugar, a la estructura narrativa con 
20 puntos establecidos como máximo y, en tercer lugar, la relevancia de los autores y los equipos con 10 puntos. De 
igual forma, se concedían automáticamente 5 puntos adicionales a películas categorizadas como “Especialmente 
recomendada para la infancia”, sin que este superase a la valoración máxima establecida.
Refiriéndose a esta en la práctica como adecuación de las fechas de rodaje al cumplimiento de los plazos esta-
blecidos, la disponibilidad del personal, obtención de ayudas públicas previas y justificación de las obligaciones 
contraídas con las mismas, la realización de cortometrajes en los tres años anteriores a la convocatoria y la parti-
cipación u obtención de premios en las secciones oficiales de festivales de prestigio nacionales e internacionales.
Se otorgan hasta un mínimo de 3 puntos por un cortometraje y un máximo de 10 puntos con tres o más cortome-
trajes realizados.


















denominación de 2011, con igual puntua-
ción. En 2015 se profundiza en la valora-
ción de este criterio, señalando que se 
considera la disposición y aportación de 
recursos económicos propios por parte de 
la productora, así como otras subvencio-
nes públicas obtenidas para el proyecto.11 
En 2017 se subdivide el plan de financia-
ción y el presupuesto del proyecto en dos 
apartados estancos.12
En 2011 se incorpora un nuevo criterio 
en aras de fomentar la igualdad de géne-
ro.13 En 2012, se reescribe este apartado, 
eliminando el estatus de realizadora no-
vel y añadiendo la autoría del guion. Se 
incorpora, además, el supuesto de la co-
participación masculina en la dirección y 
el guion, quedando la puntuación propor-
cional a la cantidad de mujeres directoras 
y guionistas, esto es, valorándose por se-
parado la participación femenina. En 2018 
se revisa este ítem. Respecto a la mencio-
nada coparticipación masculina —en caso 
de que la hubiera— se establece que todos 
los copartícipes tengan el mismo nivel de 
responsabilidad, reflejándose este en los 
títulos de crédito.14 Dentro de los compro-
misos de los beneficiarios de ayudas sobre 
proyecto, Calvo Herrera destaca, desde 
2007, la comunicación al ICAA de la fecha 
de inicio y de fin de rodaje en un plazo.15 
Esta autora explica que esta medida tiene 
un doble propósito: primero, dar conoci-
miento del rodaje al Ministerio y, segundo, 
esta disposición permite registrar el título 
de forma provisional, de forma que pudie-
se cambiarse si fuera preciso si existiese 
otro filme previo con el mismo nombre 
(Calvo Herrera, 2007: 38). 
Una vez resueltos los trámites adminis-
trativos que conlleva el cobro efectivo de 
esta ayuda, se dispone de un plazo especí-
fico para iniciar la realización de la pelícu-
la. Concretamente, la obligación contraída 
con el Estado es iniciar el cortometraje 
de animación dentro del plazo de cuatro 
meses desde la fecha de percepción de la 
subvención16 —en 2011, la fecha de inicio 
y de fin de rodaje no había de superar los 
treinta días.17
En cuanto a las ayudas a cortometraje 
realizado, Calvo Herrera expone que una 
vez finalizado el filme y tanto si se recibe 
una ayuda sobre proyecto, como si no, se 
puede solicitar al ICAA otra ayuda comple-
mentaria. Estas ayudas también valoran 
artísticamente cada producción ya finali-
zada, donde es posible someter a escruti-
nio el resultado final basándose en crite-
rios de calidad, ponderándolo además con 
su coste reconocido para otorgar dichas 
ayudas. Según esta autora, también son 
importantes dado que completan la finan-
ciación inicial de muchos proyectos. Esta 
modalidad sirve para mitigar los gastos 
que ha ocasionado la inversión del produc-
tor,18 proporcionándole un porcentaje de la 
inversión en la concesión (ibídem, 39-42).
En esta segunda modalidad existen dos 
convocatorias al año, en función de la fe-
cha en la que los cortometrajes hayan sido 
calificados. A la hora de percibir esta sub-
vención, se presentan varios materiales 
acreditativos.19 Los vocales de la comisión 
de cortometrajes del Comité de expertos 
calificarán los filmes de 0 a 10 puntos, a 
tenor del coste, la valoración técnico-ar-
tística y la inversión del productor. La me-
dia obtenida se corresponde mediante el 
seguimiento de una tabla conforme a una 
asignación de porcentajes de inversión, 
enumerada de 0 puntos —no se conce-
de ayuda— a un máximo de 10 puntos o, 
dicho de otro modo, desde 0 euros hasta 
el 75% de la inversión del productor (ibí-
dem, 81). Asimismo, dentro del apartado 
de requisitos para ayudas a cortometra-
je realizado se considera el supuesto de 
la simultaneidad de funciones, donde el 
empresario hace las veces de director y/o 
guionista a efectos de reconocimiento de 
coste en el cálculo de cuantías por mi-
nutaje. De esta manera, el director cobra 
210,90 €/minuto y el guionista 161,97 €/









minuto conforme a lo dispuesto legalmen-
te.20 Este cómputo del coste teórico de los 
cortometrajes se calcula conforme el valor 
medio declarado como remuneración de 
los profesionales que realizan la dirección 
y guionización en la producción de estos 
trabajos.
En definitiva, las ayudas del ICAA siguen 
un protocolo muy estricto y controlado en 
todas y cada una de sus fases, adecuada-
mente auditadas para la revisión y verifica-
ción del estado de costes, de manera que 
las productoras deban profesionalizarse 
para llevar a cabo sus proyectos de acuer-
do con el cumplimiento de la normativa 
laboral y social.21
Para Durante Asensio, los años noventa 
son un periodo esencial a la hora de com-
prender la producción del cortometraje en 
el país tras el cambio de siglo, pese que la 
legislación se basó en gran medida a las 
órdenes aplicadas en los ochenta, momen-
to en el cual se produce la apertura cul-
tural en España. La autora distingue dos 
fases a destacar en esa década: la prime-
ra —entre 1990 y 1993— es un momento 
en el cual se produce un giro en la política 
cultural del momento. La llamada Ley Miró 
fue derogada y sustituida por el conocido 
como Decreto Semprún.22 Esta nueva nor-
mativa tenía como objetivo la incentiva-
ción del capital privado en la producción 
cinematográfica y se exigía rendimiento 
o rentabilidad a estas producciones. Esta 
autora recoge las críticas del sector, en 
concreto las del Comité Unitario Interpro-
fesional de la Cinematografía Audiovisual 
—CUICA—, que denunciaba el desajus-
te con la realidad de los realizadores de 
cortometrajes. 
Con un máximo de 6 puntos. De igual modo, los 8 puntos restantes tienen relación con la adecuación del presu-
puesto al proyecto presentado. 
Al primero se le conceden 12 puntos, subdividiéndose, a su vez, en un baremo de un máximo de 6 puntos por la 
aportación de recursos propios y/o inversión privada, estableciéndose el límite en un 20% sobre el presupuesto 
total. La otra puntuación correspondiente también es de 6 puntos, dedicadas a valorar las subvenciones públicas 
obtenidas, resolviéndose una concesión de 4 puntos  por la adjudicación de una administración autonómica o ex-
tranjera —se ha identificado un error numérico en la convocatoria de 2017: en lugar de poner 4 puntos, se indicaba 
un límite de 3, con lo cual, la suma no se correspondía cuantitativamente al máximo fijado, lo que fue subsanado en 
la siguiente anualidad—, y 2 puntos por la administración local. Este mismo baremo se utilizará en 2018.
Esta medida concedía hasta 5 puntos si la película tenía como directora a una mujer que no hubiese dirigido ningún 
cortometraje o largometraje.
A la dirección se le confieren 3 puntos; al guion, 2 y a la producción ejecutiva, 2. De igual forma, se otorgan hasta 
2 puntos, al menos, a un 40% de profesionales que ocupasen una serie de cargos específicos, como la composición 
de la música, dirección de fotografía, dirección de arte, jefatura de montaje, jefatura de sonido directo, responsable 
de mezclas, dirección de producción, dirección de efectos especiales físicos y dirección de efectos especiales visua-
les. No existen referencias a puestos específicos en puestos de responsabilidad en departamentos de animación.
No inferior a quince días ni superior a quince días después en la convocatoria de 2007.
Esta convocatoria y las sucesivas hasta 2018 consideran inicio de rodaje en películas de animación la “fecha de 
comienzo de movimiento en los dibujos” y final de rodaje “el momento en el que terminan las filmaciones y antes 
del proceso de mezclas y montaje.”  En 2017 se amplía el vencimiento de la comunicación de fin de rodaje a ocho 
meses para cortometrajes de animación, a contar desde la fecha de inicio de rodaje.
Según se refleja en el apartado séptimo que tiene por objeto las Obligaciones de los beneficiarios de estas ayudas 
de la Resolución del 13 de enero de ese año.
Entendido este como el capital propio o el capital ajeno de carácter reintegrable, excepto las ayudas estatales o, 
dicho de otro modo, el coste reconocido menos las ayudas estatales.
Una copia de la película en perfectas condiciones para ser visionadas por los vocales del órgano colegiado, la 
certificación de la nacionalidad española, la resolución del reconocimiento de coste y la resolución de calificación 
de edades.
En el artículo 3.4 de la Orden CUL/2834/2009, del 19 de octubre, sustituido posteriormente por el artículo 2.1.ñ) de 
la orden ECD/2784/2015, de 18 de diciembre.
Para ello, han de remunerar y dar de alta o contratar al equipo técnico y artístico, sean autónomos y/o empresas de 
servicios. Con esta medida, lo que se pretende es que se cree un tejido industrial del cortometraje.






















La segunda fase, establecida por Duran-
te Asensio —desde 1994 hasta nuestros 
días— trataba de recuperar una cierta 
credibilidad de la inmediata anterior fase, 
marcada por la incertidumbre. La inclu-
sión de las tecnologías digitales, el interés 
de festivales y de la televisión por el cine 
en pequeño formato ocasionaron algunas 
medidas que favorecían a estas obras por 
parte de la Administración. Asimismo, esta 
autora destaca una serie de órdenes, rea-
les decretos y leyes de aquellos años que 
complementaron la legislación instaurada 
en aquel momento al reformar y actualizar 
la jurisdicción española en materia cine-
matográfica.23 Todas tienen en común me-
didas proteccionistas para el cortometraje, 
teniendo en cuenta los vaivenes políticos 
que determinaban finalmente la financia-
ción cultural en general y cinematográfica 
en particular (Durante Asensio, 2002: 48-
49). De igual forma, esta autora señala un 
aspecto fundamental en aquellos años al 
poner el acento de la descoordinación ad-
ministrativa y jurídica aplicada: 
 
En muchas ocasiones, estas enmien-
das o pequeñas reformas han conduci-
do a errores y a equivocaciones, pues 
ha habido gran desconcierto a la hora 
de saber cuál era la disposición que 
se debía aplicar, cuál era la normativa 
que estaba en vigor o, simplemente, se 
desconocía la existencia de cierta ley 
(ibídem, 50).
 
En cuanto a la evolución de la legislación 
cinematográfica española referida a estas 
ayudas, Martínez Barnuevo ya había apun-
tado algunos de sus aspectos más básicos 
para establecer un marco general que per-
mitiese analizar la situación de la produc-
ción animada española a principios de la 
primera década del siglo XXI. Esta autora 
apunta que el Real Decreto 1039/1997, de 
27 de junio de ese año, llevó a cabo una 
reforma de la normativa de promoción a 
la cinematografía nacional, que hasta el 
momento estaban regulados por el Real 
Decreto 1282/1989, de 28 de agosto, mo-
dificado en ordenaciones posteriores. Los 
principales argumentos esgrimidos en 
este Real Decreto destacaban la importan-
cia del cine como vehículo para el fomen-
to y la expresión de las diferentes lenguas 
españolas, así como medio que protegía 
la cultura y el patrimonio en España. Ante 
esa tesitura, era primordial actualizar el 
sistema de ayudas en una política que pro-
moviese la consolidación y relanzamiento 
de toda la industria audiovisual.24
El ser beneficiario de una ayuda del 
ICAA implicaba una serie de obligaciones 
con el Estado.25 Posteriormente, la Ley 
15/2001, de 9 de junio de 2001, esgrime 
las mismas justificaciones relacionadas 
con el cine como medio indispensable 
para salvaguardar el patrimonio cultural 
del país y, de igual modo, se subraya su 
importancia como proyección en el ex-
terior.  De esta Ley, Martínez Barnuevo 
destaca dos artículos que sirvieron de re-
ferencia en las sucesivas convocatorias de 
ayudas del ICAA.26 Concretamente, dicho 
corpus legislativo planteaba “ayudas al 
desarrollo de proyectos y elaboración de 
guiones y cortometrajes, sobre proyecto 
o realizados, así como de obras audiovi-
suales innovadoras.” Basándose en estas 
ordenaciones, el ICAA realiza cada año las 
respectivas convocatorias públicas para la 
obtención de estas ayudas (Martínez Bar-
nuevo, 2003: 123-132).
En el periodo de 2008-2018 el marco legal 
venía determinado por la Ley del Cine, Ley 
55/2007, de 28 de diciembre, que sustituía 
a la Ley 15/2001, de 9 de julio, —BOE nº 
164, 10 de julio de 2001—, Ley de Fomento 
y Protección de la Cinematografía y el Sec-
tor Audiovisual aprobada por el gobierno 
del Partido Popular. Este ordenamiento ju-
rídico regulaba las medidas administrati-
vas y las obligaciones de los beneficiarios 
de las ayudas, tratando de cubrir ciertos 
vacíos legales dejados por la Ley 17/1994, 
de 8 de junio, que regulaba las ayudas al 









cine, sin implicar la derogación de disposi-
ciones anteriores. La Ley del Cine de 2007 
tenía como objetivos principales, a juicio 
de Martínez Barnuevo, en “la definición y 
el apoyo de los sectores independientes” 
previniendo “los desequilibrios que actual-
mente existen en el mercado audiovisual” 
otorgando “el respaldo a la creación y los 
autores”, y además hacía hincapié en una 
“decidida intervención contra las con-
ductas y actividades vulneradoras de los 
derechos de propiedad intelectual” (Mar-
tínez Barnuevo, 2008: 22). Precisamente, 
las ayudas se destinan a los sectores in-
dependientes, tanto productores, como 
distribuidores y exhibidores,27 teniendo 
en común que no participen mayoritaria-
mente o tengan una influencia dominante 
en un operador televisivo o prestador de 
servicios de comunicación. En esta Ley se 
dispone28 que, a la hora de obtener la na-
cionalidad española, las obras animadas 
han de realizar los procesos de producción 
en territorio español. El artículo 27 de la 
misma va dedicado a la “ayudas para la 
producción de cortometrajes”, donde se 
especifica que “el fomento de la produc-
ción de cortometrajes se efectuará para 
productores independientes, mediante la 
concesión de ayudas sobre proyecto o por 
cortometrajes realizados, compatibles en-
tre sí”.29
Como la Orden del 12 de marzo de 1990, la Orden de 5 de octubre de 1994, la Orden del 13 de enero de 1996, el Real 
Decreto 1773/1991, de 13 de diciembre, el Real Decreto 81/1997, de 14 de enero, el Real Decreto 1039/1997, de 27 
de junio o la Ley 17/1999, de 8 de junio.
Para ello, el Real Decreto establecía como objetivos destacados la fijación de la normativa para la obtención del 
certificado de nacionalidad española, y la regulación de las ayudas de producción, como la incorporación de las 
obras experimentales de decidido valor artístico y cultural.
 Así se recoge en el Real Decreto 1039/1997 de 27 de junio, que desarrollaba en su Artículo 8: comunicación del 
inicio y el fin de rodaje con 15 días de plazo, acreditación de la realización de la actividad con aportación de jus-
tificantes del coste, entrega de una copia en perfectas condiciones de la película en la Filmoteca Española y la 
autorización de uso de la película para actividades de promoción en el exterior. Este Real Decreto será modificado 
por otro Real Decreto 196/2000, de 11 de febrero de 2000, en su Artículo Segundo, apartado 3. 
Por un lado, el Artículo 4, establecía que el Ejecutivo podía establecer dentro de los límites presupuestarios de cada 
anualidad, las medidas de fomento para la producción de películas que considerara oportunas. Por otro lado, el 
Punto 2 del Artículo 5 de la mencionada Ley señalaba el establecimiento de medidas de apoyo a la elaboración de 
guiones de largometrajes dentro de los límites presupuestarios de cada ejercicio y se preveía ayudas específicas 
para cortometrajes.
Definidos en los apartados 4.n), ñ) y o) del artículo 4 de la presente Ley.
En el punto E del artículo 5.
En dicho artículo se establece que el importe máximo de la ayuda sobre proyecto no puede superar el 60% del 
presupuesto ni la cantidad determinada por la convocatoria y el límite a ayuda de cortometraje realizado se sitúa 










Este artículo supone la continuación de 
una línea de investigación de la financia-
ción pública del cortometraje, iniciada en 
los años noventa, que busca analizar el pa-
norama de la producción del CA español 
de la década señalada. Lo que se preten-
de con esta investigación es profundizar 
en el conocimiento de dicha producción 
a través del análisis de las subvenciones 










audiovisuales que han utilizado este tipo 
de financiación para costear parcialmente 
sus obras. Para ello, y tras contextualizar 
la financiación pública de cortometrajes 
en España, el presente texto se centrará 
en el análisis de las subvenciones públicas 
nacionales otorgadas a CA. 
Para llevar a cabo este estudio, se ha 
realizado un análisis cuantitativo de CA 
financiados por las instituciones públicas 
en España. Para delimitar la población ob-
jeto de estudio se ha tomado como refe-
rencia las listas de CA españoles financia-
dos entre 2008 y 2018 por el ICAA. Para la 
selección de la muestra se ha consultado 
la base de datos30 del Ministerio de Educa-
ción, Cultura y Deporte entre 2008 y 2019 
de CA financiados y estrenados. 
Resultados del estudio de las ayudas sobre 
proyecto y CA realizado 2008-2019
03
Cabe señalar que dicha base de datos solo tiene en cuenta a aquellos con ayudas oficiales y no los cortometrajes 
que se realizan fuera del ámbito estrictamente profesional cada año en España. Los filmes financiados únicamente 
con recursos propios —la autofinanciación, la financiación privada o las becas destinadas a tal efecto— que com-
ponen el grueso de nuestra producción nacional, exceden los límites de esta investigación.
30
Fig. 1.  Ayudas sobre proyecto y cortometrajes realizados de animación en 2008. Elaboración propia









Fig. 2.   Ayudas sobre proyecto y cortometrajes realizados de animación en 2009. Elaboración propia.
Fig. 3.  Ayudas sobre proyecto y cortometrajes realizados de animación en 2010. Elaboración propia.
Fig. 4.  Ayudas sobre proyecto y cortometrajes realizados de animación en 2011. Elaboración propia. 










Fig. 6.  Ayudas sobre proyecto y cortometrajes realizados de animación en 2013. Elaboración propia.
Fig. 7.  Ayudas sobre proyecto y cortometrajes realizados de animación en 2014. Elaboración propia.
Fig. 8.  Ayudas sobre proyecto y cortometrajes realizados de animación en 2015. Elaboración propia.
Fig. 9.  Ayudas sobre proyecto y cortometrajes realizados de animación en 2016. Elaboración propia.









Fig. 10.  Ayudas sobre proyecto y cortometrajes realizados de animación en 2017. Elaboración propia.
Fig. 11.  Ayudas sobre proyecto y cortometrajes realizados de animación en 2018. Elaboración propia.










Fig. 13.  Ayuda total a cortometrajes sobre 
proyecto ICAA 2008-2019. Elaboración propia.
Fig. 14.  Ayuda total destinada a cortometrajes 
realizados ICAA 2008-2019. Elaboración propia.
Fig. 15.  Ayuda total destinada a CA sobre 
proyecto ICAA 2008-2019. Elaboración propia. 
Fig. 16.  Ayuda destinada a CA realizados ICAA 
2008-2019. Elaboración propia.









Fig. 17.  Comparativa ayudas sobre proyecto 
ICAA 2008-2019. La gráfica azul corresponde al 
total y la roja la adjudicada a animación. 
Elaboración propia.
Fig. 18.  Comparativa ayudas cortometrajes rea-
lizados ICAA 2008-2019 —en azul, el total y en 
rojo, animación. 
Elaboración propia.
Fig. 19.  Comparativa nº CA a proyecto (en azul) y 











Tras exponer las diversas concesiones a 
CA en el periodo comprendido entre 2008-
2019 a nivel nacional, es oportuno analizar 
e interpretar los datos cuantitativos con-
cernientes a la dotación económica otor-
gada a tales obras. Estas cuantías se esta-
blecen en un determinado ámbito social, 
político e industrial y crean unas determi-
nadas líneas de subvención para promover 
el filme animado en España. 
Así pues, se observa que, a partir del año 
2009, cuando se alcanza el punto máximo 
de adjudicación con 3.000.000 € a corto-
metrajes, se produce una fuerte caída 
financiera que toca fondo en 2012, año 
donde no habrá subvenciones a proyec-
tos de cortometraje. En 2013 se remonta 
la cifra, si bien vuelve a descender al año 
siguiente. En 2014 y 2016 se aumenta pro-
gresivamente la cuantía, pero sin llegar a 
alcanzar la cuota de 2010. En 2017 y 2018 
las concesiones descienden levemente 
permaneciendo estables durante esos 
dos años, situándose así en la mitad pre-
supuestaria de lo que fuera concedido en 
2009. En la siguiente gráfica se muestra 
la evolución de la ayuda total a proyecto 
destinada a cortometrajes de cualquier 
tipología, entre 2008 y 2019. En ella se 
hacen evidentes los estragos de la crisis 
económica y el intento por recuperarse 
del decaimiento financiero. Viendo estos 
resultados, se aprecia que el fomento de 
nuevos proyectos a cortometraje es la úl-
tima línea financiera por cubrir dentro de 
los presupuestos destinados al cine (Fig. 
12). Otro dato por evaluar es la ayuda to-
tal a proyecto destinada específicamente 
a CA del ICAA 2008-2018. Observamos 
que existe un leve repunte en 2011 y una 
bajada en 2012, que queda sin fondo 
presupuestario para el apoyo a nuevos 
cortometrajes. Desde entonces, se produ-
ce una irregular remontada. En 2017 alcan-
za su asignación máxima, con 119.969,75 
€. En 2018, las subvenciones experimen-
tan un fuerte descenso, por debajo de los 
75.000 €. (Fig. 13) En 2019 la ayuda total 
destinada a cortometrajes de animación 
sobre proyecto fue de 156.696,91 €.  La 
ayuda total destinada a cortometrajes 
animados realizados fue de 62.378,68 €. 
De nuevo encontramos igual número de 
cortometrajes subvencionados sobre pro-
yectos y los cortometrajes realizados; siete 
en cada convocatoria (Fig. 14).31 Finalmen-
te, por lo que respecta a 2020, en el BOE 
de 1 de agosto se publica el extracto de la 
Resolución de 27 de julio de 2020, de la Di-
rección General del Instituto de la Cinema-
tografía y de las Artes Audiovisuales, por la 
que se convocan para el año 2020 ayudas 
a cortometraje sobre proyecto.32 En el BOE 
de 12 de agosto se publica el extracto de 
la Resolución de 3 de agosto de 2020, de 
la Dirección General del Instituto de la Ci-
nematografía y de las Artes Audiovisuales, 
por la que se convocan para el año 2020 
ayudas a la producción de cortometrajes 
realizados.33 El 31 de agosto de 2020 se 
acuerda la aplicación de la tramitación de 
urgencia al procedimiento de concesión 
de tales ayudas. Posteriormente, el 7 de 
septiembre de 2020, esta institución dicta 
una Resolución por la que se acuerda la 
aplicación de la tramitación de urgencia al 
procedimiento de concesión de las ayudas 
a la producción de cortometrajes realiza-
dos, debido al elevado número de solicitu-
des recibidas y la necesidad de resolver la 
concesión de tales ayudas dentro del plazo 
legal establecido de cuatro meses.
Analizando los datos entre el total asig-
nado a cortometrajes a proyecto (en azul) 
Discusión
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y la concesión específica a cortometrajes 
animados a proyecto (en rojo) se percibe 
que la dotación a esta categoría se encuen-
tra muy por debajo de la cantidad global 
presupuesta. Esta situación se encuentra 
relacionada con el número de cortometra-
jes presentados en una u otra modalidad y 
en función de los puntos obtenidos según 
los criterios de valoración de la convoca-
toria. La siguiente gráfica muestra el pa-
ralelismo entre el monto total y la línea de 
subvención dedicada al CA, advirtiéndose 
en este una progresiva remontada en los 
últimos años que consiguen situarse lige-
ramente por encima del nivel financiero de 
hace una década. No obstante, en 2018 se 
produce una caída financiera que lo sitúa 
por debajo del nivel alcanzado en 2016. 
(Fig. 15)
En lo que respecta a la ayuda total a cor-
tometrajes realizados entre 2008 y 2019, 
se percibe un notable descenso tras el 
crecimiento que venía sucediéndose des-
de 2008 al 2009. No obstante, en dicha 
caída presupuestaria se observan tramos 
temporales determinados donde se trata 
de frenar el declive financiero en el sector 
del cortometraje. Es el caso del año 2011, 
donde se da un leve repunte que, final-
mente, experimentará al año siguiente un 
desplome monetario debido a las políticas 
de recorte del Partido Popular, que llegará 
a mínimos en 2015. En los años siguientes, 
esta modalidad disfrutará de un leve au-
mento financiero, si bien se mantendrá en 
todo momento por debajo de los 500.000 
€. Poniendo el foco en la ayuda total des-
tinada a CA realizados, el grave descenso 
acaecido desde 2009 se ve interrumpido 
en una subida en 2013, llegando a rozar los 
95.000 €. Desde los 32.471,8 € en 2014, se 
baja al año siguiente hasta los 10.543,26 €. 
En 2016, la cifra aumenta y en 2018 llega 
a alcanzar un monto similar al registrado 
en 2013. Las dos siguientes gráficas mues-
tran tales datos (Figs. 16, 17).
Una comparativa entre lo concedido a 
cortometrajes de acción real y animación 
permite apreciar la diferencia financiera 
entre ambas tipologías. Como ocurría con 
En el BOE de 17 de mayo de 2019 se publica el extracto de la Resolución de 10 de mayo de 2019, de la Dirección 
General del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, por la que se convocan para el año 2019 
ayudas a cortometraje sobre proyecto. En el BOE de 10 de julio de 2019 se publica el extracto de la Resolución de 4 
de julio de 2019, de la Dirección General del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, por la que 
se convocan para el año 2019 ayudas para la producción de cortometrajes realizados.
En el Anexo II de la Orden del Ministro de Cultura y Deporte de 8 de noviembre de 2019 por la que se resulve la 
Convocatoria de Ayudas a la Producción de Cortometrajes sobre Proyecto  del Instituto de la Cinematografía y de 
las Artes Audiovisuales y que se encuentra más detallada en la Memoria de ayudas a la cinematografía – 2019 (p. 
18) y en el Anexo II  de la Resolución del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales por la que se 
conceden las Ayudas a la Producción de Cortometrajes Realizados y que se encuentra más detallada en la Memoria 
de ayudas a la cinematografía – 2019 (p. 23)
En dicho extracto podemos leer: “El importe total de esta convocatoria asciende a la cantidad de 700.000 de euros. 
La cuantía máxima de la ayuda que se conceda será de 30.500 euros por proyecto beneficiario.”
“El importe total de esta convocatoria asciende a la cantidad de 300.000 de euros.” Publicado en: BOE núm. 217, de 
12 de agosto de 2020, Apartado 4º (p. 34938)
Sección: V. Anuncios - B. Otros anuncios oficiales 














los cortometrajes a proyecto, existe a nivel 
cuantitativo menos CA realizados cada año 
y, por tanto, con un menor acceso a las ayu-
das por cortometraje realizado (Fig. 18).
Realizada una comparativa entre el nú-
mero de CA presentados en ambas moda-
lidades —cortometraje a proyecto y reali-
zado— subvencionados por el ICAA entre 
2008 y 2019, se observa que los filmes a 
proyecto experimentan un mayor descen-
so entre 2008 y 2012 relacionado con el 
déficit presupuestario, si bien aumentan 
desde ese año y sobrepasan a la cuantía 
de cortometrajes realizados en 2015. En 
lo que respecta a esta segunda catego-
ría, los filmes de breve formato sufren un 
decrecimiento cuantitativo, que se frena 
puntualmente en 2013 —coincidiendo en 
número con los cortometrajes a proyec-
to— y en 2016, contrastando su aumento 
con el descenso de la primera modalidad 
a proyecto. En 2018 vuelven a coincidir en 
número los cortometrajes subvencionados 
sobre proyectos y los cortometrajes reali-
zados. Durante esta década el volumen de 
CA financiados en cualquiera de estas dos 
modalidades no sobrepasa de los 8 filmes 
por anualidad (Fig. 19). 
El proyecto de CA que ha recibido una 
mayor cuantía de ayuda entre 2008 y 2019, 
con 24.000 €, ha sido Metamorphosis (Car-
la Pereira y Juan Francisco Jacinto, 2019) 
y el de menor, Alleycats (Alejandro Jiménez 
Asuero y Bernardo González Pérez, 2016), 
con 5.920 €. El CA realizado que ha recibi-
do una mayor cuantía de ayuda entre 2008 
y 2019 ha sido, con 50.001,34 €, Historia 
d’este (Pascual Pérez Porcar, 2011) y el de 
menor, Camino de agua para un pez (Mer-
cedes Marro Gros, 2016), con 578,12 €. 









Tras examinar la dimensión industrial del 
CA, a partir de un desglose de sus asigna-
ciones presupuestarias, podemos ver cuál 
es la importancia de la financiación públi-
ca de este formato. Es sabido lo gravoso 
que resultan la costosa inversión inicial 
humana y económica y la lenta y aleatoria 
amortización posterior en la industria ci-
nematográfica en su conjunto. Específica-
mente en los CA, dicha inversión y amor-
tización requieren, para algunos autores, 
de medidas de protección y fomento. Los 
principales argumentos esgrimidos para 
asegurar su supervivencia, modernización 
y desarrollo de este formato son su gran 
interés cultural hacia la colectividad y la 
difícil competitividad en el mercado por su 
escasa rentabilidad económica.  Así queda 
recogido en diversos decretos sobre ayu-
das a la cinematografía para posibilitar el 
alcance de una vida intelectual y progreso 
social de la ciudadanía española.   
Si bien para algunos autores la finan-
ciación pública es conveniente y necesa-
ria para el progreso del sector, a juicio de 
otros autores, por contra y desde un en-
foque estrictamente liberal, es discutible 
la competencia del Estado para fomen-
tar la cultura cinematográfica nacional y, 
en consecuencia, la pertinencia de crear 
ayudas que permitan la realización de pe-
lículas españolas. Desde esta perspectiva 
se sitúan estudios que cuestionan el sis-
tema de subvenciones como eficaz apoyo 
financiero al cine español, al comprobar, 
entre otros indicadores del estado del sec-
tor, que no existía una correlación positiva 
relevante entre las cuantías anuales y el 
número de películas producidas (Heredero 
Díaz, Reyes Sánchez, 2017: 360). Sin em-
bargo, consideramos necesario el papel 
del Estado en la subvención de CA, porque 
de no hacerlo, dificultaría la producción y 
creación artística continuada de diversos 
autores, independientemente de la clase 
socioeconómica a la que pertenezcan o re-
cursos propios que estos dispongan. 
Por tanto, la acción de fomento econó-
mico del ICAA puede no solo suponer el 
progresivo reconocimiento social de su 
labor, sino aliviar, al menos en parte, la 
intermitencia productiva, cuando no la 
prevalencia de la participación artísti-
ca aislada o anecdótica de la mayoría de 
los realizadores de cortometrajes en Es-
paña. De este modo, que los particulares 
puedan expresar sus ideas por medio de 
la animación cinematográfica de forma 
sostenida y sostenible, va a depender de 
que la Administración Pública se decida a 
apoyarlos económicamente. No obstante, 
esta incentivación de la realización de CA 
a través de la concurrencia competitiva 
para la concesión de ayudas beneficia tan 
solo a unos pocos creadores o productores 
particulares, en detrimento de otros que, 
llegado el caso, pudieran ver cómo sus 
obras no podrán concurrir en igualdad de 
condiciones con respecto a los particula-
res subvencionados. 
A este respecto, existen piezas animadas 
en nuestro país de gran calidad y repercu-
sión que no han gozado, empero, de estas 
ayudas. En este sentido, cabe plantearse 
la producción de un cine animado nacio-
nal sin apoyo institucional. Sin embargo, 
esta es una decisión económica individual 
que atañe a presupuestos ideológicos. Au-
tores como Joan Baca y Toni Garriga en 
los setenta, o César Díaz Meléndez hasta 
2018, optaron por la no profesionalización 
de sus obras, en el sentido estricto de no 
intentar vivir de sus CA al margen de tra-
mitaciones burocráticas de cualquier tipo, 
sino solo por el placer de expresarse a 
través de este formato sin rendir cuentas 
a terceros. Al margen de estos casos ex-
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posturas que cada realizador asume libre-
mente para financiar sus obras, nos situa-
mos en la perspectiva de profesionalizar 
esta actividad cinematográfica por medio 
del soporte financiero y la estructura de la 
Administración. 
En este punto, habría que preguntarse 
qué hace que ciertos individuos opten por 
no acogerse a este escudo social y asuman 
por su propia cuenta y riesgo la carga eco-
nómica de la producción de sus CA. Por 
ello se propone como líneas de estudio fu-
turas el análisis de las causas de la mode-
rada participación de cortometrajistas en 
CA en las ayudas estatales. Al tiempo, ca-
bría plantearse si este tipo de ayudas del 
Estado puede reforzar la posición de cier-
tos realizadores frente a otros candidatos 
concurrentes que no reciben ayudas, un 
hallazgo que, de ser cierto, podría desvir-
tuar las ayudas cinematográficas como 
instrumento de estímulo que permita la 
continuidad y diversidad de la producción 
cinematográfica animada nacional. 
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